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Finalmente, y como en años anteriores, dedicaremos un epígrafe para relatar las disfuncionalidades 
producidas en este ejercicio en el Programa de Solidaridad para la Erradicación de la Marginación y 
Desigualdad en Andalucía por cuanto que las quejas tramitadas en el presente año, que han supuesto 
un importante incremento cuantitativo respecto de  las tramitadas en años anteriores, evidencian que 
persisten grandes problemas en su gestión y tramitación, muchos de ellos abordados en Informes Anuales 
anteriores y que fueron trasladados a la Administración en aras a un mejor funcionamiento. 

Sin embargo, en el presente año los hechos que se nos describen en las quejas que nos presentan, son 
más desgarrados si cabe al haberse incrementado el número de familias que no pueden hacer frente 
a los gastos básicos y tampoco pueden acceder a otro tipo de prestaciones o no se les conceden en 
el momento que más lo necesitan, dado el retraso en su reconocimiento y concesión que ciframos en 
alrededor de 11 meses y ello, a pesar de que en disposiciones normativas recientes se viniera a acortar 
el plazo de resolución a dos meses, en concreto nos referimos al Decreto-ley 7/2013, de 30 de abril, 
de medidas extraordinarias y urgentes para la lucha contra la exclusión social en Andalucía, que en su 
disposición final segunda, modificaba el Decreto 2/1999, de 12 de enero, por el que se regula la creación 
del Programa de Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación y la Desigualdad en 
Andalucía, en este concreto aspecto.

01.III.2 
Análisis de las quejas admitidas a trámite

A continuación, pasamos a examinar en detalle las cuestiones más relevantes que han incidido en el Sistema 
de la Dependencia, en materia de Servicios Sociales, en el programa de solidaridad de los andaluces y 
andaluzas en riesgo de exclusión social y, finalmente, en la discapacidad, en el ejercicio de 2014, motivando 
la intervención del Defensor del Pueblo Andaluz.

01.III.2.1 
Dependencia

El balance que arroja el año 2014 para los expedientes de queja tramitados por esta Institución a favor 
de las personas dependientes, puede calificarse de moderadamente positivo, si lo comparamos con la 
perspectiva de años anteriores, especialmente con la de 2012.

Esta escala de valoración, -por la simple comparación con el nivel más bajo precedente-, no nos parece 
desde luego la deseable, pero, siendo realistas, es el punto de partida que hemos tenido para valorar 
2014 y a él es al que hemos de atenernos.

Que, en conjunto, ha existido un avance, aunque moderado, es una conclusión que extraemos, en 
particular, de dos constataciones objetivas: una de ellas, conformada por el hecho de que, finalmente, la 
Administración mostrara una voluntad tendente a abonar los pagos fraccionados vencidos que adeuda 
a las personas dependientes beneficiarias de la prestación económica para cuidados en el entorno 
familiar, acometiendo el pago de los atrasos correspondiente al vencimiento del año 2013. La segunda, 
materializada en el resultado positivo de la mayor parte de los informes que la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía nos ha remitido en el último trimestre del año 2014, en los que se 
consignaba la culminación de expedientes demorados, habiéndose dictado, bien Resolución de asignación 
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o revisión de grado, bien Resolución aprobando el PIA de la persona afectada, asignándole al fin el recurso 
correspondiente.

Sobre esta premisa, abordamos a continuación el examen de éstos y de otros extremos.

01.III.2.1.1 
Deuda derivada de los pagos fraccionados anuales, con 
origen en el reconocimiento retroactivo de la prestación 
económica para cuidados en el entorno familiar

Para contextualizar esta cuestión, hemos de recordar, en un Informe más, cuál es el origen de esta deuda, 
cuál ha sido su evolución y en qué situación ha quedado al término de 2014.

En cuanto a lo primero, recordamos que dentro del catálogo de recursos del Sistema de la Dependencia, 
se encuentra la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y que esta prestación produce 
efectos retroactivos, es decir, se reconocen los atrasos devengados por la misma, en el período que iba, 
en la primera redacción de la Ley 39/2006, desde la solicitud y posteriormente, desde el vencimiento del 
plazo de tramitación del expediente (seis meses tras la solicitud inicial), hasta el de su reconocimiento 
efectivo, dando lugar a una deuda que se liquidaba por la Administración en un pago único, realizado al 
tiempo de aprobarse el PIA.

Por ello, al tiempo de emitirse la Resolución aprobando la referida prestación económica, se reconocía y 
liquidaba al propio tiempo la deuda devengada por su efecto retroactivo.

Sin embargo, las diversas modificaciones normativas operadas en materia de prestación económica 
para cuidados en el entorno familiar (por la Disposición Adicional Sexta del Real Decreto-ley 8/2010, 
de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, 
en materia de aplazamiento y periodificación del abono de los efectos retroactivos de las prestaciones 
económicas previstas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, y luego por la Disposición Final Primera del 
Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de 
fomento de la competitividad), supusieron que el pago del importe total de la suma devengada por el 
reconocimiento retroactivo de la referida prestación económica, en lo sucesivo, pudiera ser aplazado 
por decisión facultativa de la Administración, periodificándose el abono de la suma íntegra resultante, 
en pagos anuales de igual cuantía, fraccionado en un plazo máximo inicial de cinco y posteriormente 
de ocho años.

La Administración Autonómica andaluza hizo uso de esta facultad, fijando el vencimiento de cada anualidad 
de los pagos fraccionados, de forma común para todos los beneficiarios, en el mes de marzo de cada 
año, produciéndose con normalidad el abono del primer pago en marzo de 2011.

En cuanto a la evolución de los posteriores, de todos es ya sabido que, como en su momento también 
dijimos, a partir del mes de abril de 2012, el sistema de aplazamiento ideado para facilitar y hacer posible el 
pago de una deuda administrativa líquida, vencida y exigible, instaurado por las reformas, fue sin embargo 
incumplido al vencimiento de esta segunda anualidad, generándose un significativo desconcierto entre 
los afectados y afectadas.

En el momento en que afloró el impago y que numerosas personas afectadas llamaron a nuestra puerta 
denunciando el hecho y pidiendo nuestra intervención, esta Defensoría comenzó las gestiones referidas 
a cada afectado. A medida que la Administración atendía nuestros requerimientos, las respuestas de la 
primera y la persistencia del problema que nos trasladaban los segundos, hizo que entendiésemos la 
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necesidad de abordarlo desde un enfoque colectivo, que facilitase dar a los afectados una respuesta de 
conjunto.

Esta fue la razón por la que iniciamos actuación de oficio, acumulando en una, todas las quejas de las 
personas que nos trasladaron la vulneración de su derecho por la Administración.

La respuesta inicial de la Administración autonómica, tras aludir a los reiterados problemas presupuestarios, 
concretó que la línea a seguir por su parte, sería la de priorizar necesidades ordinarias más perentorias, 
constituidas por el abono mensual de las prestaciones económicas y de las obligaciones contraídas por 
el Sistema, relegando para ello el pago de las anualidades en que se fraccionaron sus atrasos. 

Más tarde, sin embargo, la posibilidad de acogerse al fondo especial de financiación acordado por el 
Gobierno Central (anticipos de tesorería recibidos a través del Fondo de Liquidez Autonómico y del Plan 
de Pago a Proveedores), posibilitó que la Administración andaluza pudiera liquidar la deuda del año 2012 
con fondos estatales, teniendo ello lugar a finales del año 2013.

Con ocasión de las sugerencias que esta Defensoría dirigió a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia 
de Andalucía en la queja 13/2501, ésta última nos había adelantado el proyecto de liquidar, en el primer 
semestre de 2014, todas las cuantías pendientes correspondientes al pago fraccionado de 2013.

La inquietud ciudadana y sus peticiones movidas por la posibilidad de que ello no fuera así, llevaron a 
acordar el inicio de la tramitación de la queja 14/2944, de oficio, con las pretensiones idénticas de una 
gran cantidad de afectados, dirigiéndonos en consulta general a la referida Agencia. A través de dicha 
queja, esta Defensoría pretendía clarificar las expectativas de las personas afectadas y trasladarles para 
ello información veraz.

La Administración corroboró inequívocamente lo que ya había avanzado, aseverando haber propuesto 
y adoptado las medidas conducentes a la consecución del objetivo de abono de la referida anualidad, 
tomando como referencia la finalización del primer semestre de 2014. Aclaraba, además, que para poder 
cumplir este objetivo, se habían realizado los trámites jurídicos y económicos precisos, incluyendo la 
depuración de los expedientes de las personas beneficiarias con derecho a la percepción, puesto que en 
los casos de fallecimiento había de llevarse a cabo una tramitación diferenciada. Así como matizó que, al 
no disponer de transferencias de fondos suficientes para hacer frente al volumen total de la anualidad 
de 2013, se procedería a fraccionar el abono en dos veces, quedando el referido vencimiento satisfecho 
en su integridad entre julio y agosto de ese año 2014, del modo siguiente:

•	 En julio tendría lugar la orden de transferencia de pago a los beneficiarios para los que 2013 fuera la 
primera anualidad de abono de atrasos (primer pago fraccionado).

•	 En el mes de agosto, por su parte, recibirían su importe el resto de los beneficiarios.

Este compromiso fue cumplido en sus términos, lo que constatamos con los afectados, procediendo 
a continuación a dar por concluidas las actuaciones de las quejas individuales y de la común de oficio.

Que ello fuera así, sin embargo, no obstó a que las personas que ya arrastraban el problema del impago 
desde años anteriores, nos pidieran que mantuviésemos abierta su pretensión y que nos inquirieran 
conocer qué iba a ocurrir con el vencimiento de 2014, que, a esas alturas de año, ya se encontraba vencido 
y solapado con el de 2013.

Con ello, como era previsible y entendible, fue corto el recorrido producido por el efecto del pago 
fraccionado de 2013, que no llegó a serenar prácticamente a ninguno de sus destinatarios y destinatarias, 
en absoluto dispuestos a aceptar que la Administración estuviese en mora por sistema. Las personas 
usuarias reiteraron su malestar, considerando injusto que, sin el concurso de su voluntad, no solo hubieran 
tenido que plegarse al aplazamiento de una deuda a su favor, sino que, además, la Administración deudora 
incumpliese los plazos sin consecuencia alguna, ni siquiera la del pago de intereses.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queja-de-oficio-para-proponer-impulsos-concretos-la-dependencia
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/la-agencia-de-servicios-sociales-y-dependencia-de-andaluc%C3%ADa-cumple-su-compromiso-de-liquid-0
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Vistas las demandas que nos dirigían los ciudadanos y ciudadanas andaluces, iniciamos la queja 14/4554, 
asimismo de oficio y dirigida a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, pero también, 
ampliada a la Consejería de Hacienda y Administración Pública, y relativa, en esta oportunidad, no solo a 
solventar el impago de la deuda generada por retroactividad de las prestaciones económicas para cuidados 
en el entorno familiar, reconocidas a las personas dependientes, del vencimiento de 2014, sino también, 
a otra cuestión derivada de la anterior, que posteriormente veremos, cual es la del pago de dicha deuda 
total a los herederos de dependientes fallecidos.

En cuanto a la situación en que quedó esta cuestión al término de 2014, se traduce en la subsistencia del 
último plazo vencido, -el del mismo año-, sin que los informes requeridos a las Administraciones reseñadas 
en la queja de oficio, hubieran podido obtener respuesta a su término ni, con ello, tuviéramos previsiones ni 
certezas que trasladar a las personas interesadas. En cualquier caso, la investigación iniciada nuevamente, 
así como su contenido, fue debidamente comunicada por nuestra parte a las personas afectadas que 
promovieron queja ante esta Institución, así como difundido a través de la página web, del mismo modo 
que se hará con los resultados que obtengamos.

Por la experiencia extraída de actuaciones precedentes del mismo tenor, esta Defensoría está convencida 
de que la Administración autonómica es consciente de que la recuperación y continuidad del Sistema 
de la Dependencia requiere liberarlo de los lastres que lo acucian, por lo que aventuramos que no 
tardará en habilitar los medios que permitan depurar sus actuales deudas, para posibilitar un próximo 
desenvolvimiento sobre cimientos saneados.

Máxime, cuando el volumen de la deuda generada en años anteriores a la que nos referimos, constituye en 
estos momentos un supuesto residual, tras el establecimiento del plazo suspensivo de dos años que para la 
retroactividad de las prestaciones económicas estableció la reforma operada por el Real Decreto-ley 20/2012, 
de 13 de julio, en el apartado tercero de la Disposición Final Primera de la Ley 39/2006 (en vigor desde el 15 
de julio de 2012). Así como, por el hecho de que el reconocimiento de la prestación económica para cuidados 
en el entorno familiar, como también veremos más adelante, se ha reconducido a la excepcionalidad.

01.III.2.1.2 
Pago a los herederos de la deuda derivada de la retroactividad de 
la prestación económica para cuidados en el entorno familiar

La misma queja de oficio anteriormente expuesta, (queja 14/4554), nos ha servido de instrumento útil 
para canalizar una problemática cercana a la antedicha, cual es la de la respuesta que la Administración 
responsable haya previsto ofrecer a aquellos andaluces y andaluzas que se encuentran en otro de los 
grupos afectados por el impago de la deuda generada por retroactividad de la prestación económica para 
cuidados en el entorno familiar: los herederos de dependientes beneficiarios de tal prestación, fallecidos 
cuando aún no había sido liquidada en su integridad.

El modo de pago, en estos casos, es distinto, ya que la deuda entonces deja de estar sometida al sistema 
de fraccionamiento anual, venciendo en su totalidad y siendo con ello exigible por sus herederos en pago 
único, conforme a la Orden de 26 de julio de 2010, de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social de 
la Junta de Andalucía, por la que se modificó la de 3 de agosto de 2007, -que establece la intensidad de 
protección de los servicios, el régimen de compatibilidad de las prestaciones y la gestión de las prestaciones 
económicas del sistema de autonomía y atención a la dependencia en Andalucía-.

En los diversos informes que hasta el momento de la iniciación de dicha queja habíamos solicitado a la 
administración en esta materia, alegaba la necesidad de que los herederos cumplimentaran la solicitud 
pertinente, adjuntando la documentación oportuna, concluía, invariablemente, con la afirmación de 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/preguntamos-por-los-pagos-de-2014-de-la-dependencia-y-la-demanda-de-los-herederos-de-dependi


10INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas08. DEPENDENCIA Y SERVICIOS SOCIALES

que el expediente de devengos no percibidos correspondiente, se encontraba en fase de tramitación 
y pendiente de resolución de pago. Sin que, en cuanto al momento previsto para que ello ocurriera, se 
ofreciese algo más que “la confianza” en que los expedientes de este tipo pudieran quedar resueltos a 
la mayor brevedad posible.

Más allá de esta alegada confianza de la administración en la resolución del problema, lo cierto es que, 
por el momento, no hemos tenido constancia de que ninguno de los expedientes de nuestros y nuestras 
reclamantes haya quedado concluso y obtenido satisfacción. Tampoco conocemos cuántas personas 
hay afectadas en la misma situación en nuestra Comunidad Autónoma, ni, con ello, la importancia o 
irrelevancia global de la deuda. Lo que, en definitiva, como en el caso del apartado anterior, justificó 
que nos dirigiéramos a la Administración Autonómica (Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía y Consejería de Hacienda y Administración Pública), para interesar un pronunciamiento sobre la 
cuestión que nos ocupa, que incluya tanto la determinación del número de expedientes en esta situación, 
como la previsión de resolución.

En síntesis, tanto el problema de los pagos fraccionados de 2014, como el del abono de la deuda pendiente 
a favor de los herederos de los dependientes fallecidos, se encuentran, aguardando la decisión de la 
Administración requerida.

01.III.2.1.3 
Resolución extemporánea de expedientes

Uno de los problemas tradicionales en el Sistema de la Dependencia, cuya entidad ha ido en crecimiento 
progresivo, hasta alcanzar, desde mediados de 2012, el preocupante punto de paralización al que nos referimos 
en Informes de años anteriores, ha sido el de las demoras en la tramitación de los expedientes de dependencia, 
tanto para valorar y reconocer el grado de la persona solicitante (“ex novo” o por vía de revisión), como para 
elaborar y aprobar el PIA con el recurso adecuado a la persona dependiente, o revisar el mismo.

Ello ha afectado por igual a todas las personas cuyo derecho pendía de la respuesta administrativa, ya 
estuviera por reconocer, ya por hacer efectivo, e incluso ha alcanzado a aquéllas que ya habían accedido al 
mismo, tan pronto como el cambio de circunstancias (agravación con insuficiencia del recurso asignado o un 
cambio de domicilio, usualmente), hacían inevitable una revisión del grado o del recurso reconocido en el PIA.

Ya avanzamos en la introducción de este capítulo, que el año 2014 se inició sin indicios de que fuera a 
sobrevenir un cambio en este panorama, revelado tanto en los escritos de los ciudadanos y ciudadanas 
dando fiel reflejo de una situación ya conocida, como en las respuestas de la Administración, que seguían 
achacando el retraso a la necesidad de ajustar los pagos y reconocimiento de nuevas obligaciones al 
ritmo de disponibilidad presupuestaria y, dentro de dicho marco presupuestario, seguir tramitando los 
expedientes al mejor ritmo posible, priorizando en todo caso las situaciones de mayor vulnerabilidad y 
justicia social desde la perspectiva de la dependencia.

Igualmente, aunque la administración refería una reactivación en la tramitación de los procedimientos, 
la acumulación de expedientes añadía un inconveniente adicional al presupuestario. Ante dicho volumen 
de expedientes, nuevos y relegados, la Administración se remite a su obligación de darles salida paulatina 
con los medios existentes, resolviendo los mismos conforme al orden riguroso de entrada o cronológico 
de la presentación de solicitudes, que prescribe el artículo 74.2 de la Ley 30/1992. Esto último, -continúa 
diciendo-, sin perjuicio de prestar una especial consideración a aquellos expedientes en que concurran 
circunstancias de urgencia o mayor vulnerabilidad.

En definitiva, la actuación de esta Defensoría durante 2014 ha sido la de dirigir a la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía, en todos y cada uno de los expedientes individuales afectados 
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por las demoras, una vez recibido el informe en los términos antedichos, el Recordatorio de los deberes 
legales vulnerados, así como la Recomendación instando a la finalización de aquéllos, asignando el recurso 
idóneo a la persona dependiente.

Esta directriz ha sido favorablemente asumida por la Administración en un buen número de casos, 
especialmente apreciables en el último trimestre de 2014, en el que se incrementaron los supuestos en 
que los informes referían haberse dictado Resolución aprobando el PIA y hecho efectivo el recurso, bien 
respondiendo a nuestra Recomendación, bien incluso sin haber llegado el momento de tener que hacer 
el pronunciamiento.

En el aspecto negativo, no obstante, la aceptación de una Recomendación por la Administración 
autonómica responsable, no ha comportado de forma automática la conclusión del expediente, ya que 
ha hecho precisa su devolución a los Servicios Sociales Comunitarios, para comprobar el mantenimiento 
de las circunstancias que habían justificado, en su momento, la proposición de un determinado recurso 
a favor de la persona dependiente. Lo que, una vez más, demora el procedimiento, por causa imputable 
a la propia Administración, en detrimento del derecho de la persona interesada.

Asimismo, este retorno general de expedientes demorados a los Servicios Sociales Comunitarios, ha 
tenido lugar en todos los casos en que el recurso propuesto en el PIA fue, en su momento, la prestación 
económica para cuidados en el entorno familiar, debido a la decisión de observar en lo sucesivo el carácter 
excepcional que la Ley 39/2006 atribuye a su concesión.

Las instrucciones aplicadas en este sentido, determinan reservar el reconocimiento de esta prestación a 
los casos de menores de edad o dependientes menores de 21 años en etapa escolar; dependientes que 
por residir en entornos aislados no puedan acceder a algún servicio; dependientes sujetos a tratamiento 
de salud mental, y otros casos en que así se deba valorar específicamente, cuando, por las circunstancias 
concurrentes, no pueda resultar idóneo ningún otro recurso.

Todos estos supuestos de retorno del expediente a los Servicios Sociales Comunitarios, están 
implicando un retroceso, con una mayor prolongación en la conclusión de procedimientos que ya 
llevaban años iniciados. A su vez, ello desborda la ya limitada capacidad de respuesta de estos 
servicios municipales, que se encuentran con el solapamiento de los expedientes nuevos y de los 
devueltos. 

Esta ha sido igualmente la causa de que en la pasada anualidad, nos hayamos visto abocados a mantener 
abierta la tramitación de quejas en las que ya habíamos incluso emitido Recomendación y recibido 
respuesta en tal sentido, con la intención de insistir en la pretensión de la persona afectada y de hacer 
un seguimiento del asunto hasta su efectiva resolución.

Hemos de decir que, aunque nos parezca un buen indicio la reactivación del Sistema y que consideremos 
racional que la definitiva asignación de un recurso, dado el tiempo transcurrido desde su propuesta, 
deba ir precedida de la constatación de que se mantienen (o no) las circunstancias que en su momento 
determinaron su propuesta, las actuaciones conducentes a ello deberían abordarse de forma prioritaria 
y por trámites sumarios excepcionales, y no perpetuando un mecanismo de gestión que, incluso en 
circunstancias normales, resulta poco ágil. Cuestión ésta que pasa ya a depender de la propia organización 
y medios de los Servicios Sociales Comunitarios.

Nada obstamos, en cambio, a la limitación a supuestos excepcionales de la prestación económica 
para cuidados en el entorno familiar, como concibió este recurso la Ley 39/2006, siempre que ello no 
suponga forzar la asignación de un recurso inidóneo al dependiente y que se haga en beneficio de otras 
potencialidades del Sistema, tales como los Servicios de Proximidad, cuyas virtudes ya expusimos entre 
las Sugerencias de la queja 13/2501 y en el Informe Anual de 2013.

Fuera de estas novedades, en el ámbito de los recursos del catálogo del Sistema de la Dependencia, 
siguen produciendo incidencias la insuficiencia de plazas residenciales y/o de Centros destinados a 
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dependientes adultos con necesidades específicas por su discapacidad, como son las personas gravemente 
afectadas, bien por psicodeficiencias o por discapacidad intelectual grave, así como quienes presentan 
situaciones de parálisis cerebral o discapacidad física motora. Esta insuficiencia de plazas ha venido siendo 
manifestada por los familiares de los dependientes precisados de estos recursos específicos, e incluso, 
en años anteriores, reclamada por promotores de centros, como ocurrió en el caso de la queja 13/3187.

01.III.2.1.4 
Caso especial del servicio de ayuda
a domicilio en Jaén

En el año 2014 hemos continuado atentos al incidente entre Administración autonómica y local surgido 
en 2013, en el servicio de ayuda a domicilio de la ciudad de Jaén, cuyo alcalde había hecho pública su 
intención de que el Consistorio cesara en la prestación del citado servicio por la vía de la dependencia, 
con fundamento en el impago del Servicio por parte de Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales.

Puesto que el asunto se hallaba en vía jurisdiccional contencioso-administrativa y que en dicha sede se 
adoptaron medidas cautelares para garantizar la continuidad del servicio, su prestación quedó asegurada, 
no teniendo noticia de la queja de ninguna persona beneficiaria. Posteriormente, en cuanto a la titularidad 
de la competencia, se ha determinado judicialmente que el Ayuntamiento es la Administración obligada a 
asumirlo, quedando así cerrada de forma definitiva la discordia que llevó a la confrontación. Los antecedentes 
de este asunto fueron oportunamente explicados en el Informe del año anterior, al que nos remitimos.

No obstante, en el año 2014, consideró esta Defensoría conveniente intervenir en el desarrollo del 
conflicto y así lo articuló formalmente a través de la queja 14/2208, con la finalidad de velar por que, en 
modo alguno quedaran afectados los derechos de los dependientes usuarios del servicio de ayuda a 
domicilio, ante un nuevo incidente, consistente en que el Ayuntamiento había procedido a dejar de abonar 
el servicio a la empresa prestadora, efectuando en su lugar su consignación judicial. A fecha de cierre de 
este Informe, las respuestas recibidas de las Administraciones implicadas, están pendientes de estudio 
y valoración, lo que nos llevará a dar cuentas del curso de la tramitación que se siga en este expediente 
y de su resultado, en el Informe Anual correspondiente a 2015.

01.III. 2.1.5
Derecho a la información

Hemos de destacar que, más allá del alcance de las consecuencias que el defectuoso funcionamiento del 
Sistema de la Dependencia, suponga para cada persona con derecho de acceder a sus recursos, existe 
un aspecto del mismo que, a pesar de su importancia, la Administración subestima. Y éste no es otro que 
el de la insatisfacción que genera la desinformación a la ciudadanía.

En los escritos de nuestras personas usuarias, detectamos, indefectiblemente, una protesta común: el 
hecho de sentirse engañados por la Administración, bien por la falta de información recibida, bien por 
ser confusa o poco clara la que les es facilitada. 

La Ley 1/2014 de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía, desarrollando la normativa básica 
estatal (Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno), 
declara en su Exposición de Motivos que: «La transparencia es inherente a la democracia y constituye 
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una pieza fundamental para el establecimiento de una sociedad democrática avanzada, que es uno de 
los objetivos proclamados en el preámbulo de nuestra carta magna». 

Asimismo añade que: «Sin el conocimiento que proporciona el acceso de los ciudadanos a la información 
pública, difícilmente podría realizarse la formación de la opinión crítica y la participación de todos los ciudadanos 
en la vida política, económica, cultural y social, un objetivo irrenunciable que los poderes públicos están 
obligados a fomentar (artículos 9.2 de la Constitución y 10.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía)». 
Por lo que afirma que el objeto de dicha Ley es el de «profundizar en la transparencia de la actuación de 
los poderes públicos, entendida como uno de los instrumentos que permiten que la democracia sea más 
real y efectiva», ya que «nuestro ordenamiento jurídico exige que se profundice en la articulación de los 
mecanismos que posibiliten el conocimiento por la ciudadanía de la actuación de los poderes públicos, de 
los motivos de dicha actuación, del resultado del mismo y de la valoración que todo ello merezca». 

Y hace, finalmente, una mención especial a una obligación que esta Defensoría viene recogiendo en 
todos los Recordatorios de deberes legales insertos en las Resoluciones de dependencia dirigidas a 
la Administración, que es el de “la relación de la transparencia con el derecho a una buena administración 
reconocido en el artículo 31, que comprende el derecho de todos ante las administraciones públicas, cuya 
actuación será proporcionada a sus fines, a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo 
de ellas una información veraz, y a que sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos 
en un plazo razonable”.

En la dilatada experiencia que atesora esta Defensoría en su contacto cercano y directo con los andaluces y 
andaluzas, hemos adquirido conciencia de la importancia que la información y la transparencia representan 
para la ciudadanía, máxime cuando su interés y preocupación por conocer implica una carencia de 
ámbito social, cuya eficacia depende de un procedimiento administrativo, y afecta por ello a intereses 
muy sensibles, por estar directamente vinculados con necesidades vitales esenciales.

Por todo ello, propugnamos que, cualquiera que sea la situación y la decisión administrativa en el conjunto 
del Sistema de la Dependencia, ésta se de a conocer públicamente en cada momento, así como la 
relativa a la realidad en la que se encuentren los expedientes individuales en tramitación, a las personas 
legitimadas para recibirla.

01.III.2.2 
Personas con discapacidad

En este apartado intentaremos abordar y como novedad, a través de una visión trasversal de los diferentes 
ámbitos de actuación de esta Institución, las cuestiones de más relieve que nos han sido planteadas en 
el ejercicio 2014 en defensa de los derechos de las personas con discapacidad.

Antes de entrar a analizar las quejas recibidas a lo largo de este año, hemos de referirnos a la publicación 
al final del año 2013 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, que aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social y que 
ha tenido gran importancia a la hora de poder resolver alguna de las quejas que nos han presentado. 
Este Real Decreto Legislativo refunde las tres principales leyes marco dictadas en España desde 1982: 
la Ley 13/1982, la Ley 51/2003 y la Ley 49/2007. Del mismo modo, estas tres leyes quedan derogadas, y 
todas las referencias y remisiones legales a dichas leyes se entienden referidas, a partir de ahora, a este 
nuevo Real Decreto.

En el citado texto normativo se realiza una revisión de los principios que informan la Ley de acuerdo con 
lo previsto en la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad, aprobada 


